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Honorable Cámara de Diputados:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.





Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Tratado sobre Transferencia de Presos Condenados, entre la República de Chile y la República Federativa del Brasil suscrito en Brasilia, el 29 de abril de 1998.





Este Tratado se inscribe en el marco de la política de cooperación del Gobierno con todos los países del mundo, en los variados campos y áreas que abarca, y en cualquiera de los planes y proyectos de cooperación mutua que puedan realizarse.





El Tratado contempla y regula la cooperación entre Chile y Brasil en el campo del Derecho Penal, al permitir que los presos condenados en cualquiera de los Estados Contratantes puedan cumplir condenas en el país del que son nacionales, con el objetivo primordial de promover y facilitar la reforma y rehabilitación social de los condenados.  En este aspecto, el Tratado concuerda plenamente con las finalidades y propósitos expresamente señaladas en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1996, en la Convención Americana de Derechos Humanos, de 1969, y en la Convención sobre Traslado de Personas Condenadas, adoptada el 21 de marzo de 1993, en Estrasburgo, de la que Chile será parte próximamente.





El Tratado contempla diversas normas tendientes a determinar tanto su sentido y alcance como el procedimiento que deba seguirse para darle cumplimiento y aplicación en forma rápida y eficaz.  Al respecto, antes de analizar dichas normas en particular, es necesario señalar algunas disposiciones generales básicas en que se fundamenta el Tratado, a saber:





1.-	Cada Parte deberá explicar el contenido del Tratado a cualquier condenado a que pueda aplicarse;





2.-	El condenado debe estar de acuerdo en el traslado;





3.-	Cualquiera de las Partes puede tomar la iniciativa para efectuar cualquier traslado de condenados;





4.-	Nada de lo que dispone el Tratado deberá interpretarse como un impedimento para que un condenado presente una solicitud de traslado a cualquiera de los dos Estados;





5.-	El Estado que reciba una solicitud de traslado de la otra Parte podrá comprobar el consentimiento expreso del condenado en relación con el traslado;





6.-	El consentimiento no podrá ser revocado después de la aceptación de traslado por los dos Estados Parte y 





7.-	Sus normas se aplican, igualmente, a los delincuentes juveniles.





Primeramente, el Tratado establece, en su artículo I, la  norma  general, según la cual, las penas privativas de libertad impuestas en cualquiera de los Estados Contratantes a nacionales de la otra Parte, podrán cumplirse de acuerdo con lo dispuesto en el Tratado.





Enseguida, en el artículo II se definen diversos conceptos y términos, de los cuales deben destacarse los que precisan que por "nacional" deberá entenderse lo que dispongan al respecto las Constituciones de Chile y Brasil, y la norma que expresa que se entenderá como "preso condenado" una persona condenada por un delito según sentencia dictada en el territorio de una de las Partes.





El artículo III establece las siguientes condiciones para que pueda aplicarse el Tratado:





a)	el delito por el que se haya impuesto la pena deberá constituir también delito en el Estado receptor;





b)	el condenado deberá ser nacional del Estado receptor;





c)	en el momento de la presentación de la solicitud de traslado por un condenado a cualquiera de los dos Estados, deberán faltar por cumplir por lo menos seis meses de la pena y, además, cada Parte, acorde con lo que dispone el párrafo tercero del artículo V del Tratado, deberá, antes de tomar una decisión sobre una solicitud de traslado, examinar todos los factores que puedan contribuir a promover la rehabilitación del condenado;





d)	que la sentencia sea definitiva, firme y ejecutoriada, y





e)	que el condenado consienta en el traslado, luego de ser informado de las consecuencias legales del mismo.





Las autoridades centrales encargadas de la aplicación del Tratado serán los Ministerios de Justicia de ambos Estados. (art. IV).





El artículo V contempla, además de las precedentemente señaladas, diversas normas relativas al procedimiento que debe seguirse y a los antecedentes documentales que deben acompañar las Partes a las solicitudes de traslado de condenados, para el efecto de que pueda aplicarse debidamente el Tratado.  En este aspecto debe destacarse la norma del párrafo 8, que otorga a las Partes la facultad de tomar las medidas legales pertinentes y, en caso necesario, establecer los procedimientos adecuados con el fin de que, a los efectos del Tratado, las sentencias pronunciadas por los tribunales de la otra Parte surtan efectos jurídicos dentro de su territorio.





El artículo VI contempla las normas aplicables o que podrán aplicarse por los Estados para que la operación de traslado de los condenados pueda realizarse eficazmente al Estado receptor.





El artículo VII otorga competencia sólo al Estado remitente para juzgar cualquier recurso de revisión, y dispone, además, que el Estado receptor, una vez recibida la oportuna notificación del Estado remitente de cualesquiera modificaciones introducidas en la pena, deberá comprometerse a ejecutarlas.





El artículo VIII prohibe que un condenado trasladado en cumplimiento del Tratado al Estado receptor para cumplir una pena, pueda ser detenido, juzgado o sentenciado en dicho Estado por el mismo delito que haya dado lugar a la pena.





El artículo IX, como ya se ha señalado, permite hacer extensivo el Tratado a personas sujetas a vigilancia u otras medidas de acuerdo con la legislación de una de las Partes, en relación con los delincuentes juveniles, debiendo convenir el tipo de tratamiento que deberá dárseles en caso de traslado, previo el consentimiento otorgado por la persona legalmente autorizada para ello.  No obstante lo anterior, el párrafo 2. establece que, independientemente de lo dispuesto en el Tratado, las Partes podrán otorgar o aceptar el traslado de delincuentes juveniles o de otros condenados 





Finalmente el artículo X contempla normas relativas a la ratificación del Tratado, a su entrada en vigor, a su plazo de vigencia y a su denuncia.





En mérito de lo expuesto, ruego a Vuestras Señorías tener a bien aprobar el siguiente

















P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:











"ARTICULO UNICO.-	Apruébase el Tratado sobre Transferencia de Presos Condenados entre la República de Chile y la República Federativa del Brasil, suscrito en Brasilia, el 29 de abril de 1998.". 





Dios guarde a V.E.,























		EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


		Presidente de la República

















	MARIANO FERNANDEZ AMUNATEGUI


	Ministro de Relaciones Exteriores (S)

















	MARIA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA


	Ministra de Justicia
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